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Panel integrado por su presidenta, la Jueza Jiménez Velázquez, la 

Jueza Domínguez Irizarry y la Jueza Romero García 
 

Domínguez Irizarry, Jueza Ponente 
 

SE NTE NC IA  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 19 de agosto de 2016. 

El apelante, señor Osvaldo Pérez Vega, comparece ante nos y 

solicita nuestra intervención para que revoquemos la Sentencia 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón, el 

2 de marzo de 2016, debidamente notificada el 8 de marzo de 

2016.  Mediante la misma, el tribunal primario declaró Con Lugar 

una demanda sobre cobro de dinero y ejecución de hipoteca por la 

vía ordinaria, promovida por la parte apelada, FirstBank Puerto 

Rico.   

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la sentencia apelada.  

 

I 
 
 El 30 de junio de 2011, el aquí apelante suscribió un 

contrato de préstamo con la entidad apelada por la suma de 

$223,361.00. Como garantía del pagaré correspondiente, 

constituyó una hipoteca sobre un inmueble sito en el municipio de 

Toa Alta, constitutivo de su residencia principal.  Posteriormente, 



 
 

 
KLAN201600926 

 

2 

el apelante modificó su obligación, a los efectos de ampliar el 

principal a un total de $230,003.80.   

 Así las cosas, el apelante incumplió con efectuar los pagos 

mensuales aplicables a la amortización de la deuda. En 

consecuencia, el 22 de octubre de 2015, la institución apelada 

presentó la demanda de epígrafe.  En virtud de la misma, alegó ser 

el tenedor de buena fe del pagaré hipotecario pertinente y solicitó 

que se proveyera para la satisfacción de su acreencia.  Alegó que 

sus gestiones extrajudiciales de cobro resultaron infructuosas, por 

lo que reclamó el pago del balance pendiente, los intereses y los 

cargos aplicables, o, en su defecto, la ejecución y venta pública del 

inmueble hipotecado.    

En cumplimiento con los trámites de rigor, el 10 de 

noviembre de 2015, se emplazó personalmente al apelante.  No 

obstante, este no presentó la correspondiente alegación responsiva 

dentro del término legal dispuesto, ni solicitó prórroga alguna para 

actuar de conformidad.  Como resultado, el 29 de febrero de 2016, 

la entidad apelada presentó una Moción en Solicitud de Anotación 

de Rebeldía y para que se Dicte Sentencia.  En el referido pliego,  

expresó que el apelante incumplió con su deber procesal de 

presentar su defensa respecto a las alegaciones hechas en su 

contra, toda vez que, aun habiendo sido emplazado, no contestó la 

demanda de epígrafe. Del mismo modo, reprodujo su previa 

contención en cuanto a la liquidez y exigibilidad de la obligación 

prestataria en controversia, ello en virtud del incumplimiento del 

apelante en cuanto a efectuar el pago según pactado.  Así, solicitó 

al tribunal sentenciador que anotara la rebeldía del apelante y 

reafirmó su requerimiento en cuanto a que este satisficiera la 

suma de $236,248.50 por concepto de principal, $8,724.31 por 

razón del atraso reflejado en las partidas correspondientes, así 

como el diez por ciento (10%) del principal evidenciado mediante el 
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pagaré, como compensación por las costas, gastos y honorarios de 

abogado.  La parte apelada acompañó su moción con múltiples 

documentos inherentes a la existencia de la obligación principal en 

disputa, la garantía hipotecaria y de la exigibilidad de la deuda. 

El 2 de marzo de 2016, con notificación del 8 de marzo 

siguiente, el Tribunal de Primera Instancia dictó la Sentencia que 

nos ocupa.  Mediante la misma, acogió los argumentos propuestos 

por la entidad apelada en su moción sobre anotación de rebeldía y 

declaró Con Lugar la demanda de epígrafe.  De este modo, tras 

estimar como correctas y bien alegadas todas las materias 

expuestas en la causa de acción, el foro sentenciador ordenó al 

apelante efectuar el pago de las cantidades judicialmente 

reclamadas.  En defecto de lo anterior, facultó a la institución 

compareciente para dar curso a los procedimientos pertinentes a la 

ejecución de la hipoteca y la venta pública del bien gravado.  

El 15 de marzo de 2016, el apelante compareció por primera 

vez ante el Tribunal de Primera Instancia mediante una Moción de 

Reconsideración y en Solicitud de Relevo de Sentencia.1 En 

específico, solicitó que se dejara sin efecto el pronunciamiento 

emitido en su contra, por el argumento de que no fue debidamente 

orientado de su derecho a solicitar la mediación compulsoria 

provista por la Ley para Mediación Compulsoria y Preservación de 

tu Hogar en los Procesos de Ejecuciones de Hipoteca de una 

Vivienda Principal, Ley 184-2012, 32 LPRA sec. 2881 et seq.  En 

apoyo a su argumento, invocó las disposiciones de la Regla 49.2 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 49.2, la cual, entre otros 

escenarios, provee para el relevo de una sentencia cuando ha 

mediado error, inadvertencia, sorpresa o negligencia excusable, así 

                                                 
1
 En igual fecha, el apelante presentó una Moción Asumiendo Representación 

Legal.     
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como  cuando, dentro de las particularidades del caso, se justifique 

conceder un remedio contra los efectos de una sentencia. 

En respuesta, la parte apelada presentó su Oposición a 

Moción de Reconsideración. Particularmente, aludió al 

incumplimiento procesal del apelante en cuanto a presentar la 

contestación a la demanda de epígrafe dentro del término 

dispuesto, o una prórroga a los efectos, a pesar de haber sido 

debidamente emplazado.  La entidad compareciente expresó que 

no procedía el relevo de sentencia solicitado, toda vez que el 

apelante incumplía con los criterios doctrinales dispuestos para tal 

fin, por no haber aducido una adecuada defensa.  A su vez, la 

parte apelada expresó que los términos de la Ley 184-2015, supra, 

no beneficiaban al apelante, por haberse decretado su rebeldía.   

Tras entender sobre los respectivos argumentos de los 

comparecientes, el Tribunal de Primera Instancia denegó la 

petición del apelante y, en consecuencia, sostuvo los términos de 

la sentencia aquí impugnada. 

 Inconforme con lo resuelto, el 1 de julio de 2016, el apelante 

compareció ante nos mediante el presente recurso de apelación.  

En el mismo planteó que: 

Erró Instancia y constituyó abuso de discreción al 
declarar No Ha Lugar la moción de reconsideración 
y/o relevo de sentencia.   

 
Erró Instancia al no darle virtualidad a las 

disposiciones de la Ley Núm. 184 del 17 de agosto de 
2012, 32 LPRA sec. 2882. 

 

 Luego de examinar el expediente de autos y con el beneficio 

de la comparecencia de ambas partes de epígrafe, estamos en 

posición de disponer del asunto que nos ocupa.   

II 
 

A 
 

Conforme lo dispuesto en la Regla 45.1 de las de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 45.1, nuestro ordenamiento 
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jurídico dispone que procede una anotación de rebeldía cuando 

una parte contra la cual se ha solicitado una sentencia que 

conceda algún remedio afirmativo, deje de presentar la 

correspondiente alegación o defensa.  En nuestro sistema de ley, la 

rebeldía se concibe como la posición procesal que asume aquella 

parte que, tras ser requerido judicialmente, opta por no ejercitar 

su derecho a defenderse.  R. Hernández Colón, Práctica Jurídica de 

Puerto Rico; Derecho Procesal Civil, Lexis Nexis de Puerto Rico, Inc., 

5ta Edición, 2010, pág. 287.   En principio, ningún demandado 

tiene el deber de comparecer a la causa que se inicia en su 

contra.  Sin embargo, de así actuar, su conducta equivale a una 

renuncia a aquellos actos procesales que pudieran favorecer su 

defensa, por lo que, entrando en función la rebeldía, continúa la 

ventilación del pleito en su ausencia.  R. Hernández Colón, 

supra.    

En caso de la incomparecencia del promovido de una acción, 

la anotación de rebeldía sirve como método disuasivo contra 

aquellos cuya estrategia de litigación sea la dilación de los 

procedimientos.  Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 

580 (2011); JA Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, 

San Juan, Ed. Luiggi Abraham, 2000, T. II, pág. 750.  En esencia, 

el trámite de rebeldía encuentra su fundamento en el deber de los 

tribunales de evitar que la disposición de las causas se vea 

detenida sólo porque una de las partes opte por obstruir su debida 

tramitación.  Continental Ins. Co. v. Isleta Marina, 106 DPR 809 

(1978).  De este modo, este mecanismo funciona a manera de 

sanción contra aquel adversario a quien se le dio la oportunidad de 

refutar la conducta que se le imputó y cuya decisión fue no 

defenderse.  Álamo Pérez v. Supermercado Grande, Inc., 158 DPR 

93 (2002).  Por tanto, y dado a que tal actuación no puede incidir 

en el derecho del promovente de la acción, la anotación de rebeldía 
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tiene como consecuencia principal que se den por admitidos y bien 

alegados los hechos en la demanda, procediendo entonces que el 

tribunal competente dicte la correspondiente sentencia.  Ocasio v. 

Kelly Servs., 163 DPR 653 (2005); Álamo Pérez v. Supermercado 

Grande, Inc., supra; Colón v. Ramos, 116 DPR 258 (1985).    

Por otra parte, la Regla 45.3 de las de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V, R. 45.3, faculta a los tribunales de justicia para 

dejar sin efecto una anotación de rebeldía, así como, también, la 

sentencia que en tal condición se emita, siempre que exista causa 

justificada para ello.  En el ánimo de determinar si procede, o no, 

dicha actuación, la doctrina establece que deben estar presentes 

los siguientes requisitos: 1) la existencia de una buena defensa en 

los méritos; 2) que la reapertura del caso no ocasione perjuicios y; 

3) que las circunstancias del caso no revelen el ánimo contumaz y 

temerario de la parte a quien le fue anotada la rebeldía.  Román 

Cruz v. Díaz Rifas, 113 DPR 500 (1982).      

La rebeldía, como sanción, pretende estimular la tramitación 

de un pleito diligente, no así otorgar ventaja a una parte sobre la 

otra.  Es por esto que, sometida a la consideración del tribunal 

una petición para levantar una anotación de rebeldía, éste está 

llamado a interpretar de manera liberal la disposición estatutaria 

que regula el mecanismo en cuestión, atendiendo cualquier duda 

siempre a favor de la parte que se opone a la concesión de la 

rebeldía.  Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, supra.  Lo 

anterior responde a la premisa doctrinal de que, como norma, 

nuestro ordenamiento promueve que los casos se ventilen en sus 

méritos, salvaguardando así el derecho de todo litigante a tener su 

día en corte.  Amaro González v. First Fed. Savs., 132 DPR 1042 

(1993); Neptune Packing Corp. v. Wackenhut Corp., 120 DPR 283 

(1998).  Ahora bien, la parte que solicita que se deje sin efecto una 

anotación de rebeldía, tiene el deber de colocar al juzgador en 
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condición tal que conozca la justa causa que motivó su 

incomparecencia al pleito, no bastando escuetas alegaciones o 

someros argumentos al respecto.  Correa v. Marcano, 139 DPR 856 

(1996).    

B 

Por su parte, la Regla 49.2 de las de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 49.2, provee para que se releve a una parte de los 

efectos de una sentencia, orden o procedimiento, por las razones 

siguientes: (1) un error, inadvertencia, sorpresa o negligencia 

excusable; (2) descubrimiento de evidencia esencial que no pudo 

haber sido descubierta a tiempo para solicitar un nuevo juicio; (3) 

fraude, falsa representación u otra conducta impropia de una 

parte adversa; (4) nulidad de sentencia; (5) la sentencia ha sido 

satisfecha, renunciada o se ha cumplido con ella, o la sentencia 

anterior en que se fundaba ha sido revocada o de otro modo dejada 

sin efecto, o no sería equitativo que la sentencia continuara en 

vigor, o (6) cualquier otra razón que justifique la concesión de un 

remedio contra los efectos de una sentencia.  La referida norma 

tiene como fin establecer el justo balance entre dos principios de 

cardinal importancia en nuestro ordenamiento jurídico.  Así, 

mientras se protege el interés de que los casos se resuelvan en los 

méritos haciendo justicia sustancial, también se pretende el que 

los litigios lleguen a su finalidad.   

La facultad adjudicativa para dejar sin efecto los términos de 

una sentencia es una propia del criterio discrecional del juzgador 

de hechos.  De ahí que la revisión que en su día se solicitare 

respecto al dictamen de que trate, se ciñe a determinar si medió 

abuso de discreción.  García Colón et al. v. Sucn. González, 178 

DPR 527 (2010).  Un tribunal primario incurre en la referida 

conducta cuando:      
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[…] el juez no toma en cuenta e ignora en la decisión 
que emite, sin fundamento para ello, un hecho 

material importante que no podía ser pasado por alto; 
cuando el juez, por el contrario, sin justificación ni 

fundamento alguno, concede gran peso  y valor a un 
hecho irrelevante e inmaterial y basa su decisión 
exclusivamente en éste, o cuando, no obstante 

considerar y tomar en cuenta todos los hechos 
materiales e importantes y descartar los irrelevantes, 
el juez los sopesa y calibra livianamente.  Pueblo v. 
Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580 (2009).  
 

Ahora bien, para que proceda el relevo de sentencia según la 

precitada Regla, se hace preciso que el peticionario aduzca, al 

menos, una de las razones enumeradas a tal fin.  Por igual, en la 

gestión de prevalecer, está llamado a presentar una buena defensa 

que, unida al criterio reglamentario invocado, incline la balanza a 

la concesión de lo solicitado.  García Colón et al. v. Sucn. González, 

supra. Sin embargo, no puede decretarse el relevo de una 

sentencia, si tal adjudicación ocasiona un perjuicio a la parte 

contraria, o cuando se exponen argumentos de naturaleza 

sustantiva, que debieron haberse formulado mediante una 

solicitud de reconsideración o una apelación.  Id.   

C 

 Finalmente, la Ley para Mediación Compulsoria y 

Preservación de tu Hogar en los Procesos de Ejecuciones de 

Hipotecas de una Vivienda Principal, Ley 184-2012, 32 LPRA sec. 

2881, et seq, estatuye un mecanismo de intervención, no 

adjudicativo, de naturaleza jurisdiccional en un procedimiento 

sobre ejecución hipotecaria, a fin de que un acreedor hipotecario y 

su deudor, ausculten las alternativas disponibles para evitar la 

ejecución de una hipoteca o la venta judicial de una propiedad 

residencial que sirva de residencia principal.  Según establece el 

esquema legal en cuestión, el referido procedimiento de mediación 

compulsoria, deberá llevarse a cabo dentro de los sesenta (60) días 

de presentada la alegación responsiva por parte del deudor 

hipotecario y antes de que se señale la conferencia con antelación 
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al juicio.  32 LPRA sec. 2882.  No obstante, respecto a la acreencia 

del beneficio estatutario en cuestión, la Ley 184-2012, supra, 

dispone como sigue: 

[…] el deudor tendrá derecho únicamente a un 

procedimiento de mediación en la acción civil que se le 
presente para la ejecución de la hipoteca sobre la 

propiedad residencial que constituya su vivienda 
principal, siempre y cuando el deudor hipotecario, 
demandado no se encuentre en rebeldía, o que por 

alguna razón o sanción sus alegaciones hayan sido 
suprimidas o eliminadas por el tribunal.  
 

32 LPRA sec. 2882. (Énfasis nuestro.) 
 

III 

 En la presente causa, aduce el apelante que el Tribunal de 

Primera Instancia incurrió en abuso de discreción al denegar su 

solicitud de reconsideración y/o relevo de sentencia. En particular, 

plantea que su alegado desconocimiento respecto a la 

disponibilidad del mecanismo de mediación compulsoria al amparo 

de lo dispuesto en la Ley 184-2012, supra, constituía causa 

suficiente para relevarlo de los términos de la sentencia en rebeldía 

aquí apelada.  En dicho contexto, plantea que el foro a quo “no 

tomó en consideración” la política pública de la precitada ley, por 

lo que, a su juicio, procede dejar sin efecto lo resuelto en su 

contra.  Habiendo examinado los referidos señalamientos a la luz 

de los hechos del caso y del derecho aplicable, confirmamos el 

dictamen apelado.   

 Al entender sobre los documentos que componen el 

expediente de autos, no podemos sino resolver que el Tribunal de 

Primera Instancia actuó de conformidad con los parámetros de la 

gestión adjudicativa pertinente a la materia que atendemos.  La 

prueba que ante nos obra no evidencia, en forma alguna, el abuso 

de discreción alegado por el apelante. El pronunciamiento en 

controversia, lejos de ser el resultado de un inadecuado ejercicio 

judicial, nos parece el más correcto remedio a la luz de las 
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particularidades fácticas acontecidas.  En principio, surge que el 

aquí apelante conocía de la existencia de la causa de acción de 

epígrafe, toda vez que fue debidamente emplazado mediante 

diligenciamiento personal.  No obstante, optó por no comparecer al 

pleito, ello al no presentar la correspondiente alegación responsiva 

dentro del plazo legal provisto, ni solicitar una prórroga para 

actuar de conformidad.  La referida conducta legitima, tanto la 

determinación de anotar la rebeldía del apelante, así como la 

sentencia emitida en su contra bajo dicha condición.  Así, siendo la 

principal consecuencia procesal de la rebeldía por razón de la 

incomparecencia de la parte demandada el que se den admitidos y 

bien alegados los hechos expuestos en una demanda, y existiendo, 

en el presente caso, evidencia acreditativa de los mismos, 

ciertamente procedía dictar sentencia de conformidad.   

Sin embargo, es la contención del apelante que su alegado 

desconocimiento sobre el procedimiento de mediación compulsoria 

estatuido en la Ley 184-2012, supra, así como la condición 

jurisdiccional que reviste al mismo en los procedimientos sobre 

ejecución de hipoteca de una vivienda principal, hacían procedente 

el relevo de sentencia solicitado.   En cuanto a ello, afirmamos 

categóricamente que sus argumentos no nos convencen.  Si bien la 

Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra, enumera las condiciones 

que propenden a tal fin, la doctrina interpretativa pertinente 

condiciona la ejecución adjudicativa aplicable a la existencia de 

una buena defensa que nutra y justifique la aplicación del criterio 

invocado.  En la causa que atendemos, tal no es la ocasión, puesto 

que, tal y como estimó el foro primario, sus argumentos no 

encuentran apoyo fáctico ni legal.  En cuanto al desconocimiento 

aducido, destacamos que el apelante conocía de la demanda 

promovida en su contra y bien pudo haber comparecido 

oportunamente para litigar su defensa.  No obstante, ninguna 
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conducta procesal asumió al respecto.  Por su parte, y en estrecha 

relación con lo anterior, por disposición legal expresa, el 

mecanismo establecido en la Ley 184-2012, supra, no le 

aprovecha, toda vez que la exigibilidad de la mediación 

compulsoria entre acreedor hipotecario y deudor, ello en el caso 

aplicable, queda sin efecto cuando, entre otras instancias, este 

último es encontrado incurso en rebeldía. 

IV 

 Por los fundamentos que anteceden, se confirma la sentencia 

apelada.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.       

                                               Dimarie Alicea Lozada 

                Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


